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LEY 1/2000, DE 7 DE ENERO, DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 

 
 

Texto vigente y modificaciones que propone el Proyecto de Ley de modificación del 

sistema de protección a la infancia y a la adolescencia.1 

 
 

 
 

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 

Civil. 

 
[Texto consolidado] 

 
Proyecto de ley orgánica de modificación del 

sistema de protección a la infancia y a la 

adolescencia  

 

Proyecto de Ley de modificación del sistema de 

protección a la infancia y a la adolescencia. 

 
 

… 

 

Artículo 76. Casos en los que procede la 

acumulación de procesos. 

La acumulación de procesos habrá de ser acordada 

siempre que: 

… 

 

2. Asimismo, procederá la acumulación en los 

siguientes casos: 

1. º Cuando se trate de procesos incoados para la 

protección de los derechos e intereses colectivos o 

difusos que las leyes reconozcan a consumidores y 

usuarios, susceptibles de acumulación conforme a 

lo dispuesto en el apartado 1.1.º de este artículo y 

en el artículo 77, cuando la diversidad de procesos 

no se hubiera podido evitar mediante la 

acumulación de acciones o la intervención prevista 

en el artículo 15 de esta ley. 

2. º Cuando el objeto de los procesos a acumular 

fuera la impugnación de acuerdos sociales 

adoptados en una misma Junta o Asamblea o en una 

misma sesión de órgano colegiado de 

administración. En este caso se acumularán todos 

los procesos incoados en virtud de demandas en las 

que se soliciten la declaración de nulidad o de 

anulabilidad de dichos acuerdos, siempre que las 

mismas hubieran sido presentadas en un periodo de 

tiempo no superior a cuarenta días desde la 

presentación de la primera de las demandas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
1
 En la columna de la derecha se resaltan en color rojo las modificaciones, adiciones y/o derogaciones 

propuestas en el Proyecto de Ley Orgánica. En color verde se resaltan las modificaciones, adiciones y/o 

derogaciones propuestas en el Proyecto de Ley 



En todo caso, en los lugares donde hubiere más de 

un Juzgado que tuviera asignadas competencias en 

materia mercantil, las demandas que se presenten 

con posterioridad a otra se repartirán al Juzgado al 

que hubiere correspondido conocer de la primera. 
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Artículo 525. Sentencias no provisionalmente 

ejecutables. 
1. No serán en ningún caso susceptibles de 

ejecución provisional: 

1.ª Las sentencias dictadas en los procesos sobre 

paternidad, maternidad, filiación, nulidad de 

matrimonio, separación y divorcio, capacidad y 

estado civil y derechos honoríficos, salvo los 

pronunciamientos que regulen las obligaciones y 

relaciones patrimoniales relacionadas con lo que 

sea objeto principal del proceso. 

 

 

2. ª Las sentencias que condenen a emitir una 

declaración de voluntad. 

3. ª Las sentencias que declaren la nulidad o 

caducidad de títulos de propiedad industrial. 

2. Tampoco procederá la ejecución provisional de 

las sentencias extranjeras no firmes, salvo que 

expresamente se disponga lo contrario en los 

Tratados internacionales vigentes en España. 

3. No procederá la ejecución provisional de los 

pronunciamientos de carácter indemnizatorio de las 

sentencias que declaren la vulneración de los 

derechos al honor, a la intimidad personal y 

familiar y a la propia imagen. 

 

… 

 

CAPÍTULO IV 

De los procesos matrimoniales y de menores 

 

… 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

«3.º Cuando se trate de procesos en los que se 

sustancie la oposición a resoluciones 

administrativas en materia de protección de un 

mismo menor, tramitados conforme al artículo 780, 

siempre que en ninguno de ellos se haya iniciado la 

vista. 

En todo caso, en los lugares donde hubiere más de 

un Juzgado que tuviera asignadas competencias en 

materia mercantil, en los casos de los números 1.º y 

2.º, o en materia civil, en el caso del número 3.º, las 

demandas que se presenten con posterioridad a otra 

se repartirán al Juzgado al que hubiere 

correspondido conocer de la primera.» 

 

 

 

 

 

«1.ª Las sentencias dictadas en los procesos sobre 

paternidad, maternidad, filiación, nulidad de 

matrimonio, separación y divorcio, oposición a las 

resoluciones administrativas en materia de 

protección de menores, capacidad y estado civil y 

derechos honoríficos, salvo los pronunciamientos 

que regulen las obligaciones y relaciones 

patrimoniales relacionadas con lo que sea objeto 

principal del proceso.» 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

«Artículo 778 bis. Ingreso de menores con 

problemas de conducta en centros de protección 

específicos. 

1. La Entidad Pública, que ostente la tutela o guarda 

de un menor, y el Ministerio Fiscal estarán 

legitimados para solicitar la autorización judicial 

para el ingreso del menor en los centros de 

protección específicos de menores con problemas 

de conducta a los que se refiere el artículo 25 de la 

Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 

Jurídica del Menor, de modificación parcial del 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Código Civil y de Enjuiciamiento Civil, debiendo 

acompañar a la solicitud la valoración psicosocial 

que lo justifique. 

2. Serán competentes para autorizar el ingreso de un 

menor en dichos centros los Juzgados de Primera 

Instancia del domicilio de la Entidad Pública. 

3. La autorización judicial será obligatoria y deberá 

ser previa a dicho ingreso, salvo que razones de 

urgencia hicieren necesaria la inmediata adopción 

de la medida. En este caso, la Entidad Pública o el 

Ministerio Fiscal deberán comunicarlo al Juzgado 

competente, dentro de las veinticuatro horas 

siguientes, a los efectos de que proceda a la 

preceptiva ratificación de dicha medida, que deberá 

efectuarse en el plazo máximo de setenta y dos 

horas desde que llegue el ingreso a conocimiento 

del Juzgado, dejándose de inmediato sin efecto el 

ingreso en caso de que no sea autorizado. 

En los supuestos previstos en este apartado, la 

competencia para la ratificación de la medida 

corresponderá al Juzgado de Primera Instancia del 

lugar en que radique el centro del ingreso, quien 

deberá inhibirse a continuación a favor del Juzgado 

del domicilio de la Entidad Pública. 

4. El Juzgado, para conceder la autorización o 

ratificar el ingreso ya efectuado, deberá examinar y 

oír al menor, quien deberá ser informado sobre el 

ingreso en términos que le sean comprensibles y 

adaptados a su edad y circunstancias, a la Entidad 

Pública, a los progenitores o tutores que ostentaran 

la patria potestad o tutela, y a cualquier persona 

cuya comparecencia estime conveniente o le sea 

solicitada, y se emitirá informe por el Ministerio 

Fiscal. El Juzgado recabará, al menos, dictamen de 

un facultativo por él designado, sin perjuicio de que 

pueda practicar cualquier otra prueba que considere 

relevante para el caso o le sea instada. La 

autorización o ratificación del ingreso únicamente 

procederá cuando no resulte posible atender, de 

forma adecuada, al menor en unas condiciones 

menos restrictivas. 

5. Frente a la resolución que el Juzgado adopte en 

relación con la autorización o ratificación del 

ingreso podrá interponerse recurso de apelación por 

el menor afectado, la Entidad Pública, el Ministerio 

Fiscal, o los progenitores o tutores que sigan 

teniendo legitimación para oponerse a las 

resoluciones en materia de protección de menores. 

El recurso de apelación no tendrá efecto suspensivo. 

6. En la misma resolución en que se acuerde el 

ingreso se expresará la obligación de la Entidad 

Pública y del Director del centro de informar 

periódicamente al Juzgado y al Ministerio Fiscal 

sobre las circunstancias del menor y la necesidad de 

mantener la medida, sin perjuicio de los demás 

informes que el Juez pueda requerir cuando lo crea 

pertinente. 

Los informes periódicos serán emitidos cada tres 

meses, a no ser que el Juez, atendida la naturaleza 

de la conducta que motivó el ingreso, señale un 

plazo inferior. 

Transcurrido el plazo y recibidos los informes de la 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Entidad Pública y del Director del centro, el 

Juzgado, previa la práctica de las actuaciones que 

estime imprescindibles, y oído el menor y el 

Ministerio Fiscal, acordará lo procedente sobre la 

continuación o no del ingreso. 

El control periódico de los ingresos corresponderá 

al Juzgado de Primera Instancia del domicilio de la 

Entidad Pública. En caso de que el menor fuera 

trasladado a otro centro de protección específico de 

menores con problemas de conducta, no será 

necesaria una nueva autorización judicial. 

7. Los menores no permanecerán en el centro más 

tiempo del estrictamente necesario para atender a 

sus necesidades específicas. 

El cese será acordado por el órgano judicial que 

conoció del ingreso, de oficio o a propuesta de la 

Entidad Pública o del Ministerio Fiscal. Esta 

propuesta estará fundamentada en un informe 

psicosocial. 

8. El menor será informado de las resoluciones que 

se adopten.» 

 

«Artículo 778 ter. Entrada en domicilios y restantes 

lugares para la ejecución forzosa de las medidas de 

protección de menores. 

1. La Entidad Pública deberá solicitar al Juzgado de 

Primera Instancia con competencia en el lugar 

donde radique su domicilio, autorización para la 

entrada en domicilios y restantes edificios y lugares 

cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular 

u ocupante, cuando ello sea necesario para la 

ejecución forzosa de las medidas adoptadas por ella 

para la protección de un menor. Cuando se trate de 

la ejecución de un acto confirmado por una 

resolución judicial, la solicitud se dirigirá al órgano 

que la hubiera dictado. 

2. La solicitud se iniciará por escrito en el que se 

harán constar, al menos, los siguientes extremos: 

a) La resolución administrativa o el expediente que 

haya dado lugar a la solicitud. 

b) El concreto domicilio o lugar al que se pretende 

acceder, y la identidad del titular u ocupante del 

mismo y cuyo acceso requiera su consentimiento. 

c) La justificación de que se ha intentado recabar 

dicho consentimiento sin resultado o con resultado 

negativo. En el caso en el que ello no resulte 

procedente, se hará constar dicha circunstancia de 

manera razonada en el escrito de solicitud, sin que 

sea necesaria la aportación de la referida 

justificación. 

d) La necesidad de dicha entrada para la ejecución 

de la resolución de la Entidad Pública. 

3. Presentada por la Entidad Pública la solicitud, el 

Secretario Judicial, en el mismo día, dará traslado 

de ella al titular u ocupante del domicilio o edificio 

para que en el plazo de las 24 horas siguientes 

alegue lo que a su derecho convenga 

exclusivamente sobre la procedencia de conceder la 

autorización. 

No obstante, cuando la Entidad Pública solicitante 

así lo pida de forma razonada y acredite que 

concurren razones de urgencia para acordar la 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 779. Carácter preferente del 

procedimiento. Competencia. 
Los procedimientos en los que se sustancie la 

oposición a las resoluciones administrativas en 

materia de protección de menores tendrán carácter 

preferente. 

entrada, bien porque la demora en la ejecución de la 

resolución administrativa pudiera provocar un 

riesgo para la seguridad del menor, o bien porque 

exista afectación real e inmediata de sus derechos 

fundamentales, el Juez podrá acordarla mediante 

auto dictado de forma inmediata y, en todo caso en 

el plazo máximo de las 24 horas siguientes a la 

recepción de la solicitud, previo informe del 

Ministerio Fiscal. En el auto dictado se razonará por 

separado sobre la concurrencia de los requisitos de 

la medida y las razones que han aconsejado 

acordarla sin oír al interesado. 

4. Presentado el escrito de alegaciones por el 

interesado o transcurrido el plazo sin hacerlo, el 

Juez acordará o denegará la entrada por auto en el 

plazo máximo de las 24 horas siguientes, previo 

informe del Ministerio Fiscal, tras valorar la 

concurrencia de los extremos mencionados en el 

apartado 3 de este artículo, la competencia de la 

Entidad Pública para dictar el acto que se pretende 

ejecutar y la legalidad, necesidad y 

proporcionalidad de la entrada solicitada para 

alcanzar el fin perseguido con la medida de 

protección. 

5. En el auto en el que se autorice la entrada se 

harán constar los límites materiales y temporales 

para la realización de la misma, que serán los 

estrictamente necesarios para la ejecución de la 

medida de protección. 

6. El testimonio del auto en el que se autorice la 

entrada será entregado a la Entidad Pública 

solicitante para que proceda a realizarla. El auto 

será notificado sin dilación a las partes que hubieran 

intervenido en el procedimiento y, de no haber 

intervenido o de no ser posible la notificación antes 

de la realización de la diligencia de entrada, el 

Secretario Judicial procederá a su notificación al 

practicar la diligencia. 

7. Contra el auto en que se acuerde o deniegue la 

autorización, aun cuando se hubiera dictado sin 

previa audiencia del interesado, cabrá recurso de 

apelación, sin efecto suspensivo, que deberá ser 

interpuesto en el plazo de los tres días siguientes, 

contados desde la notificación del auto, al que se 

dará una tramitación preferente. 

Aun denegada la solicitud, la Entidad Pública podrá 

reproducir la misma si cambiaran las circunstancias 

existentes en el momento de la petición. 

8. La entrada en el domicilio será practicada con el 

debido concurso de la comisión judicial, integrada 

por el Secretario Judicial u oficial en que delegue y, 

en su caso, de la correspondiente unidad de la 

Policía Judicial, siendo acompañada de la Entidad 

Pública solicitante. Finalizada la diligencia, se 

decretará el archivo del procedimiento.» 

 

«Artículo 779. Carácter preferente del 

procedimiento. Competencia. 

Los procedimientos en los que se sustancie la 

oposición a las resoluciones administrativas en 

materia de protección de menores tendrán carácter 

preferente. 



Será competente para conocer de los mismos el 

Juzgado de Primera Instancia del domicilio de la 

entidad protectora y, en su defecto, o en los 

supuestos de los artículos 179 y 180 del Código 

Civil, la competencia corresponderá al tribunal del 

domicilio del adoptante. 

 

 
Artículo 780. Oposición a las resoluciones 

administrativas en materia de protección de 

menores. 

1. No será necesaria la reclamación previa en vía 

administrativa para formular oposición, ante los 

tribunales civiles, a las resoluciones administrativas 

en materia de protección de menores. 

La oposición a la resolución administrativa por la 

que se declare el desamparo de un menor podrá 

formularse en el plazo de tres meses desde su 

notificación, y en el plazo de dos meses la 

oposición a las restantes resoluciones 

administrativas que se dicten en materia de 

protección de menores. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

2. Quien pretenda oponerse a una resolución 

administrativa en materia de protección de menores 

presentará un escrito inicial en el que sucintamente 

expresará su pretensión y la resolución a que se 

opone. 

 

 

 

 

3. El Secretario judicial reclamará a la entidad 

administrativa un testimonio completo del 

expediente, que deberá ser aportado en el plazo de 

veinte días. 

4. Recibido el testimonio del expediente 

administrativo, el Secretario judicial emplazará al 

actor por veinte días para que presente la demanda, 

que se tramitará con arreglo a lo previsto en el 

artículo 753. 

 

 

 

 

 

 

Será competente para conocer de los mismos el 

Juzgado de Primera Instancia del domicilio de la 

Entidad Pública y, en su defecto o en los supuestos 

de los artículos 179 y 180 del Código Civil, el 

Tribunal del domicilio del adoptante.» 

 

 

 

 

 

 

«1. No procederá la reclamación previa en vía 

administrativa para formular oposición, ante los 

Tribunales civiles, a las resoluciones 

administrativas en materia de protección de 

menores. La oposición a las mismas podrá 

formularse en el plazo de dos meses desde su 

notificación. 

Estarán legitimados para formular oposición a las 

resoluciones administrativas en materia de 

protección de menores, siempre que tengan interés 

legítimo y directo en tal resolución, los 

progenitores, tutores, acogedores, guardadores, el 

Ministerio Fiscal y aquellas personas que 

expresamente la ley les reconozca tal legitimación. 

Aunque no fueran actores podrán personarse en 

cualquier momento en el procedimiento, sin que se 

retrotraigan las actuaciones. 

Los menores tendrán derecho a ser parte y a ser 

oídos en el proceso conforme a lo establecido en la 

Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor. 

Ejercitarán sus pretensiones en relación a las 

resoluciones administrativas que les afecten a través 

de sus representantes legales siempre que no tengan 

intereses contrapuestos a los suyos, o a través de la 

persona que se designe como su defensor para que 

les represente. 

 

2. El proceso de oposición a una resolución 

administrativa en materia de protección de menores 

se iniciará mediante la presentación de un escrito 

inicial en el que el actor sucintamente expresará la 

pretensión y la resolución a que se opone. 

En el escrito consignará expresamente la fecha de 

notificación de la resolución administrativa y 

manifestará si existen procedimientos relativos a ese 

menor.» 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

«5. Si el Ministerio Fiscal, las partes o el Juez 

competente tuvieren conocimiento de la existencia 

de más de un procedimiento de oposición a 

resoluciones administrativas relativas a la 

protección de un mismo menor, pedirán los 

primeros y dispondrá el segundo, incluso de oficio, 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 781. Procedimiento para determinar la 

necesidad de asentimiento en la adopción. 

1. Los padres que pretendan que se reconozca la 

necesidad de su asentimiento para la adopción 

podrán comparecer ante el Tribunal que esté 

conociendo del correspondiente expediente y 

manifestarlo así. El Secretario judicial, con 

suspensión del expediente, señalará el plazo que 

estime necesario para la presentación de la 

demanda, que no podrá ser superior a veinte días. 

Presentada la demanda, se tramitará con arreglo a lo 

previsto en el artículo 753. 

2. Si no se presentara la demanda en el plazo fijado 

por el Secretario judicial se dictará decreto dando 

por finalizado el trámite, decreto que será recurrible 

directamente en revisión ante el Tribunal. Firme 

dicha resolución, no se admitirá ninguna 

reclamación posterior de los mismos sujetos sobre 

necesidad de asentimiento para la adopción de que 

se trate. 

 

 

 

 

la acumulación ante el Juzgado que estuviera 

conociendo del procedimiento más antiguo. 

Acordada la acumulación, se procederá según 

dispone el artículo 84, con la especialidad de que no 

se suspenderá la vista que ya estuviera señalada si 

fuera posible tramitar el resto de procesos 

acumulados dentro del plazo determinado por el 

señalamiento. En caso contrario, el Secretario 

Judicial acordará la suspensión del que tuviera la 

vista ya fijada, hasta que los otros se hallen en el 

mismo estado, procediendo a realizar el nuevo 

señalamiento para todos con carácter preferente y, 

en todo caso, dentro de los diez días siguientes. 

Contra el auto que deniegue la acumulación podrán 

interponerse los recursos de reposición y apelación 

sin efectos suspensivos. Contra el auto que acuerde 

la acumulación no se dará recurso alguno.» 

 

«Artículo 781. Procedimiento para determinar la 

necesidad de asentimiento en la adopción. 

1. Los progenitores que pretendan que se reconozca 

la necesidad de su asentimiento para la adopción 

podrán comparecer ante el Tribunal que esté 

conociendo del correspondiente expediente de 

adopción y manifestarlo así. El Secretario Judicial, 

con suspensión del expediente, otorgará el plazo de 

quince días para la presentación de la demanda, para 

cuyo conocimiento será competente el mismo 

Tribunal. 

 

2. Si no se presentara la demanda en el plazo fijado, 

el Secretario Judicial dictará decreto dando por 

finalizado el trámite y alzando la suspensión del 

expediente de adopción, que continuará 

tramitándose de conformidad con lo establecido en 

la legislación de jurisdicción voluntaria. El decreto 

será recurrible directamente en revisión ante el 

Tribunal. Firme dicha resolución, no se admitirá 

ninguna reclamación posterior de los mismos 

sujetos sobre la necesidad de asentimiento para la 

adopción de que se trate. 

3. Presentada la demanda dentro de plazo, el 

Secretario Judicial dictará decreto declarando 

contencioso el expediente de adopción y acordará la 

tramitación de la demanda presentada en el mismo 

procedimiento, como pieza separada, con arreglo a 

lo previsto en el artículo 753. 

Una vez firme la resolución que se dicte en la pieza 

separada sobre la necesidad del asentimiento de los 

progenitores del adoptando, el Secretario Judicial 

acordará la citación ante el Juez de las personas 

indicadas en el artículo 177 del Código Civil que 

deban prestar el consentimiento o el asentimiento a 

la adopción así como ser oídos, y que todavía no lo 

hayan hecho, debiendo resolver a continuación 

sobre la adopción. 

Las citaciones se efectuaran de conformidad con las 

normas establecidas en la Ley de Jurisdicción 

Voluntaria para tales supuestos. 

El auto que ponga fin al procedimiento será 

susceptible de recurso de apelación, que tendrá 

efectos suspensivos. 



El testimonio de la resolución firme en la que se 

acuerde la adopción se remitirá al Registro Civil, 

para que se practique su inscripción.» 

 

 


